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LA ACCIÓN DIRECTA DEL TERCERO EN CONTRA DEL ASEGURADOR EN LOS SEGUROS DE RESPONSABILIDAD CIVIL EN MÉXICO.

I.- ANTECEDENTES.


La responsabilidad civil como riesgo susceptible de ser asegurado, ha motivado no pocas discusiones en la Doctrina, por cuanto a qué hecho debe ser considerado como siniestro.


Dicha discusión encuentra desde mi punto de vista una clara y evidente explicación, y es que dependerá de cuál sea ese momento para que nazcan las obligaciones de pago a cargo del asegurador.


En adición a lo anterior y para efectos de la legislación mexicana, esa discusión toma una importancia especial, puesto que es a partir de ese momento, cuando el tercero tiene un acción directa en contra del asegurador.

II.- DIFERENTES POSTURAS LEGISLATIVAS EN EL ÁMBITO DE LATINOAMÉRICA Y ESPAÑA.


A).- Esta posibilidad de la acción directa que se establece en la ley mexicana también fue la aceptada por, entre otros; 

· El legislador español, quién en el artículo 76 de la Ley del Contrato de Seguro, la consigna.

· El boliviano que prevé esa acción directa en el artículo 1090 de su Código Comercial, con la salvedad de que ésta será procedente cuando el asegurado se haya ausentado, fugado, tenga impedimento o haya fallecido, así como en el artículo 37 de la Ley de Seguros de la República de Bolivia bajo el número 1883, de 25 de junio de 1998, bajo el rubro de Establecimiento del seguro obligatorio de accidentes de transito. 
· El chileno quién también otorgó una acción directa en el caso del seguro obligatorio de accidentes personales, que deben tener todos los vehículos motorizados que circulan en Chile por las vías públicas, regulado en la ley 18.490, publicada en el Diario Oficial el 04 de enero de 1986, y específicamente en su artículo 10º.
· El colombiano que en su Código de Comercio Decreto 410 de 1971, estableció en su artículo 1133, modificado por la Ley 45 de 1990, en su numeral  87, estableció que en el seguro de responsabilidad civil los damnificados tienen acción directa contra el asegurador, y que dicha acción podrá ejercitarse demandando en forma conjunta y en un solo proceso para demostrar la responsabilidad del asegurado y el pago de la indemnización del asegurador.

A contrario de la postura anterior contemplada en las legislaciones española, colombiana, chilena, boliviana y mexicana respecto a la acción directa, existen otros países, en los cuáles no se establece en ley esa opción, sino que se prevé la circunstancia de que el asegurador sea citado en garantía, tal es el caso de la Argentina que así lo establece en el segundo párrafo del artículo 118 de la Ley de Seguros 17.418, y en cuyo caso la sentencia que se dicte en el juicio en el cuál fue citado en garantía, tendrá efectos de cosa juzgada para la aseguradora.

Esta disposición legal explica el porqué de las posturas que en Doctrina han tomado diversos tratadistas de ese País, por cuanto a como se verá más adelante el siniestro en esta clase de seguros debe ser considerado el hecho dañoso.

En Brasil no existe en la legislación disposiciones respecto al tema que nos ocupa, sin embargo existe tal libertad contractual que en el artículo 1435 del Código Civil, se señala que la legislación se limitará a establecer las especies de seguros que pueden existir en este país, y serán las cláusulas las que los regulen; y toda vez que el decreto número 61.589 del 23 de octubre de 1967, en su artículo 7º dentro de los seguros de ramos elementales contempla el de responsabilidad, podría pensarse que al no existir ninguna disposición en la legislación brasileña respecto a la existencia o no de una acción directa, ésta puede ser pactada en las condiciones de los contratos de seguros.


Considero que para que fuera viable dicha alternativa y toda vez que el tercero no es parte en el contrato de seguro, y por tanto, en principio no tendría porque afectarle ningún acuerdo contenido en éste, sería necesario el que la legislación brasileña contemplara las disposiciones a favor de terceros, en cuyo caso podría pactarse tanto la acción directa como el procedimiento para hacerla efectiva.
B) Por otra parte mientras que en México el contrato de responsabilidad civil se erige en custodia y garantía del patrimonio del asegurado, (hipótesis que también se contempla en la ley argentina 17.418 en su artículo 109, y en el Código de Comercio de Bolivia en su artículo 1087), en España, como lo explica el Maestro José Luis Navarro Pérez en su obra Ley del Contrato de Seguro (Comentarios y Jurisprudencia) Editorial Comares, Granada, España 1991, en sus páginas 115 y 122, dicho contrato tiene como objeto el dejar indemne al tercero perjudicado, postura que también adopta el Código de Comercio colombiano en su artículo 1127.

C) Otra interesante diferencia en las diferentes legislaciones se encuentra en que en España, conforme al numeral 73 de su ley especial, debe entenderse como siniestro el hecho previsto en el contrato de cuyas consecuencias sea civilmente responsable el asegurado conforme a derecho, lo que traduce en un clara determinación de a partir de cuando se tiene esa acción directa; por su parte la legislación de Colombia también es preclara por cuanto a determinar el momento en que debe ser considerado ocurre el siniestro ya que el artículo 1131 del Código de Comercio de dicho País, modificado por la Ley 45 de 1990, en su artículo 86, establece que en el seguro de responsabilidad se entenderá ocurrido el siniestro en el momento en que acaezca el hecho externo imputable al asegurado.
A diferencia de esas legislaciones, y tal y como se analizará a lo largo de la presente ponencia, en México el legislador no dejó certeza de dicho momento. 

III.- SITUACIÓN EN MÉXICO


Por cuanto al punto medular de este análisis, en mi país el legislador contempló la posibilidad de que el tercero pudiera accionar en forma directa en contra de la institución de seguros, en los casos de las coberturas de responsabilidad civil, para efectos de lograr la restitución de los daños y perjuicios que el asegurado le hubiera causado.

Así, dentro del capítulo V del Título Segundo de la Ley Sobre el Contrato de Seguro, en el cuál se contempla al Seguro contra la responsabilidad, se encuentra el numeral 147 que a la letra señala;

"ARTICULO 147.- El seguro contra la responsabilidad atribuye el derecho a la indemnización directamente al tercero dañado, quien se considerará como beneficiario del seguro desde el momento del siniestro.

En caso de muerte de éste, su derecho al monto del seguro se transmitirá por la vía sucesoria, salvo cuando la ley o el contrato que establezcan para el asegurado la obligación de indemnizar, señale los familiares del extinto a quienes deba pagarse directamente la indemnización sin necesidad de juicio sucesorio."

Sin embargo, dicha acción directa se encuentra limitada a una serie de factores jurídicos que si bien no imposibilitan su ejercicio lo limitan en forma importante. 

Y es así, ya que existe en nuestra ley un vago concepto relativo a cuál es el siniestro que cubre el seguro de responsabilidad civil. Entendido siniestro como el detonante o disparador de las obligaciones del asegurador.

Para efectos de poder delimitar con precisión lo anterior, procederé al siguiente análisis;

1.1 Responsabilidad civil conforme a la legislación mexicana.

Si bien la materia de responsabilidad civil en nuestro País se establece en los distintos Códigos Civiles de los Estados que componen la República Mexicana, para efectos del presente estudio se tomará en cuenta lo señalado en el Código Civil Federal, que dentro del Libro Cuarto bajo el rubro de "Las Obligaciones", en su Primera Parte denominada "De las Obligaciones en General", establece bajo el Título Primero "Fuente de las Obligaciones", el Capítulo V "De las Obligaciones que nacen de los actos ilícitos", y en el se señala;

"Artículo 1910.- El que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres cause daño a otro, está obligado a repararlo, a menos que demuestre que el daño se produjo como consecuencia de culpa o negligencia inexcusable de la víctima."

Es decir éste numeral es el que establece la obligación de reparar a consecuencia de un daño derivado de un actuar ilícito que una persona le provoca a otra; este precepto legal es el que contempla a la responsabilidad civil subjetiva.

Por su parte el  artículo 1913 del mismo cuerpo legal es aquel que prevé conforme la jurisprudencia de este País a la responsabilidad civil objetiva o del riesgo creado, al señalar;

"Artículo 1913.- Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o substancias peligrosas por sí mismos, por la velocidad que desarrollen, por su naturaleza explosiva o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que conduzcan o por otras causas análogas, está obligada a responder del daño que cause, aunque no obre ilícitamente, a no ser que demuestre que ese daño se produjo por culpa o negligencia inexcusable de la víctima."

Y señalo que es en forma jurisprudencial dicha apreciación, puesto que si bien no es materia de esta investigación, nuestros tribunales han equiparado al término uso que claramente se refiere al riesgo creado con el aspecto de que el propietario del bien es responsable por los daños que éste cause.

Así, de los dos supuestos anteriores se desprende que es el hecho dañoso provocado por acto ilícito y por riesgo creado lo que genera la responsabilidad.

En éste orden de ideas, es el artículo 1915 de ese cuerpo legal el que señala los alcances de la obligación derivada de la responsabilidad civil.

"Artículo 1915.- La reparación del daño debe consistir a elección del ofendido en el restablecimiento de la situación anterior, cuando ello sea posible, o en el pago de daños y perjuicios.

Cuando el daño se cause a la persona y produzca la muerte, incapacidad total y permanente, parcial permanente, total temporal o parcial temporal, el grado de la reparación se determinará atendiendo a lo dispuesto por la Ley Federal del Trabajo. Para calcular la indemnización que corresponda se tomará como base el cuádruplo del salario mínimo diario más alto que esté en vigor en la región y se extenderá al número de días que para cada una de las incapacidades mencionadas señala la Ley federal del Trabajo. En caso de muerte la indemnización corresponderá a los herederos de la víctima.

Los créditos de indemnización cuando la víctima fuere un asalariado son intransferibles y se cubrirán preferentemente en una sola exhibición, salvo convenio entre las partes.

Las anteriores disposiciones se observarán en el caso del artículo 2647 de este Código." (Responsabilidad de los porteadores por daños causados por defecto de los conductores y medios de transporte)

Como podrá observarse nuestro Código Civil Federal es preclaro al establecer las causas que originan la responsabilidad civil y las consecuencias económicas de dicho actuar.


Debiendo agregar que nuestro legislador ha previsto la figura jurídica de daño moral como consecuencia de la responsabilidad civil, la cuál es contemplada en el artículo 1916 del citado ordenamiento:


"Artículo 1916.- Por daño moral se entiende la afectación que una persona sufre en sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, configuración y aspectos físicos, o bien en la consideración que de sí misma tienen los demás. Se presumirá que hubo daño moral cuando se vulnere o menoscabe ilegítimamente la libertad o la integridad física o psíquica de las personas.


Cuando un hecho u omisión ilícitos produzcan daño moral, el responsable del mismo tendrá la obligación de repararlo mediante una indemnización en dinero, con independencia de que se haya causado daño material, tanto en responsabilidad contractual, como extracontractual. Igual obligación de reparar el daño moral tendrá quién incurra en responsabilidad objetiva conforme al artículo 1913, así como el Estado y sus servidores públicos conforme a los artículos 1927 y 1928, todos ellos del presente Código.


La acción de reparación no es transmisible a terceros por acto entre vivos y sólo pasa a los herederos de la víctima cuando ésta haya intentado la acción en vida.


El monto de la indemnización lo determinará el Juez tomando en cuenta los derechos lesionados, el grado de responsabilidad, la situación económica del responsable y la de la víctima, así como las demás circunstancias del caso.


Cuando el daño moral haya afectado a la víctima en su decoro, honor, reputación o consideración, el juez ordenará a petición de ésta y con cargo al responsable, la publicación de un extracto de la sentencia que refleje adecuadamente la naturaleza y alcance de la misma, a través de los medios informativos que considere convenientes. En los caso en que el daño derive de un acto que haya tenido difusión en los medios informativos, el juez ordenará que los mismos den publicidad al extracto de la sentencia, con la misma relevancia que hubiere tenido la difusión original."


Así las cosas, podemos concluir que conforme a la legislación mexicana, la responsabilidad civil se refiere a todos aquellos daños y perjuicios que un acto jurídico de una persona le provoca a otra.


Y que derivado de dicha responsabilidad civil el sujeto activo de ella, deberá reparar el daño provocado.


1.2 El seguro contra la responsabilidad en México.


En forma completamente independiente a la gama de coberturas que puedan manejar las pólizas mexicanas, todas éstas deben regirse con base en lo establecido en la ley de la materia, que como ya hemos visto se encuentra en el capítulo V del Título Segundo de la Ley Sobre el Contrato de Seguro.


Ahora bien conforme a nuestra legislación no queda definido en forma clara, cuál es el hecho que debe ser considerado como el siniestro protegido por el contrato de seguro, y por tanto dicha vaguedad trae como consecuencia el que la acción directa del tercero en contra del asegurador, este sujeta a interpretaciones tanto doctrinales como jurisprudenciales.


Lo que da pauta a la existencia de los diversos criterios es que de la legislación mexicana pueden entresacarse las siguientes posibilidades;


a) Reza el numeral 145.- "En el seguro contra la responsabilidad, la empresa se obliga a pagar la indemnización que el asegurado deba a un tercero a consecuencia de un hecho que cause un daño previsto en el contrato de seguro."


Este numeral debe ser analizado bajo las siguientes vertientes;


a.1 La primera por cuanto a que de éste precepto se podría extraer que la obligación de la aseguradora se gesta en el momento en que el asegurado debe alguna cantidad a consecuencia de un hecho dañoso provocado a un tercero.


a.2 La segunda, en que pareciera ser que es el hecho (dañoso), el que funja como detonante de las obligaciones de la aseguradora, postura que se ve reforzada por el contenido del artículo 147 que como se analizó anteriormente establece;


"El seguro contra la responsabilidad atribuye el derecho a la indemnización directamente al tercero dañado, quien se considerará como beneficiario del seguro desde el momento del siniestro.


..."


Siendo que en dicho precepto se habla de daño como momento del siniestro, aunque también es éste precepto el que al usar el término de siniestro y no de hecho dañoso, deja abierta las puertas a los problemas de interpretación a que ahora me refiero, y cuyo estudio posterior será decisivo para abordar el tema principal de esta exposición.

a.3 Y la tercera que con independencia de lo anterior, la redacción de éste artículo es poco afortunada, en virtud de que el legislador dirige su atención a que sea el daño es decir el efecto, el que esté previsto en el contrato de seguro, y no a la causa que lo origina.


A mayor abundamiento, conforme al texto de ésta norma, los contratos de seguro, dentro de su cobertura de responsabilidad civil deberían tener una catálogo de cuáles daños son lo que serán cubiertos en caso de la ocurrencia de un siniestro; lo cuál resulta además de absurdo, contrario al sentido propio y natural de la responsabilidad civil que pretende cubrir.


Y es así, ya que si regresamos a que entiende la ley mexicana como responsabilidad civil, el punto medular estriba en que es, lo que ocasiona dicha responsabilidad, y no en cuáles son los daños que ésta provoca.

De hecho para la legislación civil, poco importa cuál sea el daño provocado siempre que exista un nexo causal entre un actuar y un daño provocado por éste, y evidentemente que no medie culpa o negligencia inexcusable de la víctima.


Llama la atención en contrario a la redacción de la norma mexicana, la limpidez con que la Ley del Contrato de Seguro española establece en su artículo 73; "Por el seguro de responsabilidad civil el asegurador se obliga, dentro de los límites establecidos en la Ley y en el contrato, a cubrir el riesgo del nacimiento a cargo del asegurado de la obligación de indemnizar a un tercero los daños y perjuicios causados por un hecho previsto en el contrato de cuyas consecuencias sea civilmente responsable el asegurado, conforme a derecho."


Es decir para la legislación española, lo importante es que sea el hecho que causa el daño el que este previsto en el contrato, y no como en la mexicana que sea el daño el que esté previsto en el acuerdo de voluntades.

b) Ahora bien y en forma disímbola a lo mencionado anteriormente, el artículo 150 del mismo cuerpo legal establece; "El aviso sobre la realización del hecho que importe responsabilidad deberá darse tan pronto como se exija la indemnización al asegurado.  En caso de juicio civil o penal, el asegurado proporcionará a la empresa aseguradora todos los datos y pruebas necesarios para la defensa."


De donde se colige que pudiera ser considerado el reclamo del tercero al asegurado y el consecuente aviso del asegurado a la institución aseguradora como el gestor de las obligaciones de ésta.


Así pues, resulta de prima importancia el discernir cuál de los siguientes momentos debe ser considerado como siniestro;


1).- La ocurrencia del hecho dañoso.


2).- El reclamo del tercero hacía el asegurado.

3).- La condena líquida al asegurado y la consiguiente obligación de pago de éste hacía el tercero.

1.3 Breve reseña de las diversas posturas doctrinales al respecto.

El Maestro Rubén S. Stiglitz realiza un estupendo estudio de síntesis acerca de las diferentes posturas que doctrinalmente se han esbozado en su libro El Siniestro, de Editorial Astrea de Alfredo y Ricardo Depalma, Buenos Aires Argentina 1980, páginas 192 a 235, y del cuál entresaco las siguientes ideas;

Para ese autor la función (causa) del contrato de seguro de responsabilidad civil, es la eventual indemnización del daño que surge de la aparición de una deuda de responsabilidad civil, y él señala la existencia de diversas teorías respecto al interrogante de Viterbo de ¿cuál es el suceso que provoca el siniestro? Y que Donati configura e la siguiente manera, ¿cuál es el momento del siniestro en el seguro de responsabilidad civil?

La primera de ellas se refiere al reclamo de la víctima:

Cita a Picard y Besson quiénes sostienen que lo que toma a su cargo el asegurador no es el daño sufrido por la víctima, sino el daño causado al asegurado por su deuda de responsabilidad, doctrina que es la sustentada por Hémard y que es texto vigente en el Code des Assurances de la República Francesa dictada el 16 de julio de 1976, al establecer que el asegurador de responsabilidad "solo es tenido como tal, si es que a consecuencia del hecho dañoso previsto en el contrato, un reclamo amigable o judicial es hecho al asegurado por el tercero lesionado."

Y que esta postura toma en consideración, no la responsabilidad del asegurado, sino la demanda de responsabilidad, ya que el asegurador cubre el daño sufrido, no por la víctima, sino por el asegurado.

El autor en cita, sostiene que dicha teoría en Francia se debe a la claridad de la norma legal, lo cuál como se analizará  a lo largo de este estudio es un concepto por demás importante a considerar al momento de tomar posición.

Y agrega que en la Argentina diversos autores tales como Halperin, Steinfeld y Zavala Rodríguez sostienen la misma tesis, argumentando como punto toque de piedra para ello, el que la aseguradora responde por los gastos que el asegurado realiza para rechazar la pretensión del tercero que resulte infundada.

Hipótesis que también está contemplada en el artículo 146 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro mexicana que establece; "Los gastos que resulten de los procedimientos seguidos contra el asegurador, estarán a cargo de la empresa, salvo convenio en contrario." Y que en la practica es por demás extraño el que se excluyan de los contratos de seguro, lo que no impide  que algunas pólizas mexicanas manejen dichos gastos como una cobertura independiente, hipótesis no contemplada en la ley mexicana a diferencia de la española.

Para Stiglitz el error principal de esta teoría radica en que no advierte que el riesgo no es el daño realizado, sino la posibilidad, la eventualidad, la expectativa del daño, por ello el seguro como lo destaca Donati, tiene como función la eliminación de un daño eventual.

Y critica dicha teoría con un argumento que me parece por demás interesante;

La deuda de responsabilidad importa por sí sola un daño, porque reduce el patrimonio neto del deudor. La deuda es un daño en cuanto sobre el deudor pesa la amenaza de tener que pagarla.

La segunda teoría a que hace alusión Rubén Stiglitz, es la del pago del resarcimiento al damnificado, o también denominada de reembolso.

La cual requiere que el demandado haya satisfecho la deuda a la víctima, y por tanto se considera siniestro solo el pago realizado y no el surgir de la deuda, con lo cual opina el autor citado, quita al seguro de la responsabilidad civil gran parte de sus ventajas, colocando al asegurado en condiciones de tener que procurarse la suma necesaria para abonar su deuda, a fin de poder actuar después contra el asegurador, lo que lleva según Viterbo a exponer al asegurado a la quiebra en cuanto no pueda procurarse rápidamente esa suma, y peor el que al no poder procurarse la suma necesaria para extinguir voluntariamente la deuda o sobre la cual no pudiera el acreedor satisfacerse coactivamente, perdería el beneficio del seguro, puesto que si no hay pago, no hay siniestro, y si no hay siniestro no nace la obligación del asegurador.

La tercer teoría que expone el citado es la de la liquidación de deuda que sostiene que el siniestro se da por la liquidación del daño, o sea por el reconocimiento de la deuda y de su entidad por parte del asegurado, o por la transacción entre las partes o por la sentencia que afirma el daño y establece la medida del resarcimiento.

La cuarta teoría expuesta es la del evento complejo, expuesta por Durante y que sostiene que el asegurado, para permitir al asegurador asumir su obligación, y para satisfacer el propio gravamen, debe denunciar el hecho desde que tenga conocimiento de él, sin esperar el reclamo del resarcimiento y menos aún la liquidación del daño, y basándose sobre la denuncia del hecho (que puede no ser culposo) el asegurador comienza a hacer cuanto le compete y aun en su caso, resolver el contrato. Asevera Durante que debe existir el hecho, la culpa, el perjuicio económico, que dichos requisitos coexisten y son inescindibles, al punto de que sin uno solo de ellos no se dará el fenómeno completo.

La quinta teoría a la que se adhiere el propio Stiglitz, es la del Débito de responsabilidad, y que puede sintetizarse de la siguiente manera;

El siniestro está constituido por el surgir de la responsabilidad en la persona del asegurado, la cuál es una consecuencia inmediata y directa del suceso ilícito, y que la aparición de la deuda importa una disminución del patrimonio neto, un daño, puesto que el responsable está obligado al resarcimiento desde el momento mismo de la infracción dañosa a un deber jurídico, y desde ese momento hay una amenaza al patrimonio del asegurado, pues justamente el suceso ilícito dañoso indica el momento en que nace el crédito resarcitorio a favor del damnificado.

Afirmando el autor que el riesgo asegurado es la eventualidad de una deuda de responsabilidad prevista en el contrato, puesto que al celebrarlo el asegurado tiene en vista la expectativa, la posibilidad de que su patrimonio se vea disminuido por un suceso ilícito dañoso que genere responsabilidad de su parte, y de ahí que la obligación asumida por el asegurador consista en mantenerlo indemne por cuanto deba a un tercero a causa de la aludida responsabilidad cuya delimitación la establece el contrato.

Así pues la obligación del asegurado de indemnizar al tercero engendra la del asegurador y aquella nace como consecuencia inmediata y necesaria del daño sufrido por el tercero por el hecho ilícito del asegurado o sencillamente porque la ley le impone indemnizarlo incluso sin culpa de su parte, lo anterior ya que el seguro cubre las consecuencias jurídicas del hecho lesivo con relación al asegurado, que no son otras que su obligación legal de indemnizar, al nacer esa obligación surge simultáneamente la del asegurador de liberarlo de ella, haciéndose cargo del pago de la indemnización correspondiente al tercero o reembolsando al asegurado lo que hubiera pagado por tal concepto.

Posteriormente el Maestro Stiglitz afirma que la discusión gira en torno al momento en que nace la deuda, por lo que todas las teorías anteriores deberían clasificarse en dos categorías;

1. La que determinan como momento la asunción del débito de responsabilidad por el asegurado y que por ende solo toman en cuenta el débito puro.

2. Las que fijan dicho momento en una instancia posterior al débito puro, como la reclamación del damnificado, el pago a éste por el asegurado (reembolso) o la liquidación de la deuda.

El autor en cita se adhiere a la primera postura con base en lo que él llama la ineludible distinción que se debe hacer entre débito por un lado y garantía o responsabilidad por otro, entre el Schuld y el Haftung según la terminología alemana.

Schuld o débito consiste en la obligación del deudor de realizar la prestación.

Haftung o responsabilidad o garantía que es el poder o facultad que corresponde al acreedor en el patrimonio del deudor  para realizar su crédito.

De Ruggiero siendo citado por el autor en comento, dice que de una parte hallaremos el deber del deudor de prestar, es decir de desenvolver una actividad a favor del acreedor, el cuál deriva de un mandato del ordenamiento jurídico con carácter coactivo.

Y de otra parte esta la responsabilidad es decir el poder conferido al acreedor de constreñir al deudor al cumplimiento y que en caso de no cumplirse por éste se traduce en un ataque a su patrimonio. Este poder coactivo de agresión contra el patrimonio del deudor es el Haftung.

Lo anterior permite entender el porqué el débito del asegurado es consecuencia inmediata y directa del evento dañoso que le es imputable, y que desde entonces está obligado a satisfacer una prestación, lo cuál es acorde a lo señalado líneas arriba respecto a que es el hecho dañoso el que genera la obligación del asegurado responsable.

Por su parte los Maestros José Alberto Garrone y Mario E. Castro Sammartino señalan al respecto en su obra la Ley de Seguros Comentarios y Jurisprudencia Ed. Abeledo Perrot, Buenos Aires, Argentina 1998, en su página 134; "En el seguro de la responsabilidad civil se discute sobre que debe considerarse siniestro, lo cuál es de mayor importancia para el cumplimiento de la de las cargas y la determinación de las defensas oponibles.

Existen diversas posiciones siendo las más importantes. a) la que considera siniestro al hecho del cuál nace la responsabilidad del asegurado, a la cual nos adherimos; b) la que sostiene que el siniestro se produce con el reclamo del tercero; c) la que afirma que el siniestro se configura cuando existe liquidez del daño causado al tercero y exigibilidad de la suma resultante."

A la postura a las que se adhieren tanto Stiglitz como Garrone y Castro Sammartino, debe considerarse que como se analizó anteriormente, en la Argentina país de origen de los tres tratadistas señalados, no existe la acción directa del tercero en contra del asegurador, por lo que es evidente que al determinar doctrinalmente el momento en que ocurre el siniestro en los seguros de responsabilidad civil, no se consideró ese aspecto jurídico y los requisitos procedimentales que se requieren para hacer valer dicha acción.

1.4 Adecuación de las diferentes posturas doctrinales a la legislación mexicana.

Del estudio realizado por los mencionados autores se puede arribar a las siguientes adecuaciones;

1.4.1 En México el artículo 145 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro usa el término DEBA, como el detonante de las obligaciones de la aseguradora. Bajo este criterio, el meollo consiste en determinar a que se refiere dicho término:

a) Al débito de responsabilidad.

b) O al débito pecuniario, es decir al derivado de la cuantificación.


Al analizar el contenido de la palabra débito la cuál deriva de deuda, se evidencia que deuda es una obligación a favor de terceros, ya jurídica ya moral, pero obligación al fin.


Si dicha obligación deriva de una disposición legal como lo es el caso de la consecuencia de la responsabilidad civil, es evidente que no requiere del ejercicio del derecho al través de la acción para que la misma exista.

En éste orden de ideas, me inclinaría de entrada a compartir la postura del Maestro Stiglitz por cuanto a que en el derecho mexicano de seguros, el legislador se refirió al débito de responsabilidad, como el detonante de las obligaciones del asegurador en el seguro de responsabilidad civil.

1.4.2 Sin embargo existen dos peros a dicha postura.

1.- El primero es que conforme al artículo 66 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro el cuál se encuentra en el capítulo de IV (El Riesgo y la Realización del Siniestro) del Título Primero que trata de Disposiciones Generales, el cuál a la letra señala; "Tan pronto como el asegurado o beneficiario, en su caso tengan conocimiento de la realización del siniestro y del derecho constituido a su favor por el contrato de seguro, deberán ponerlo en conocimiento de la empresa aseguradora.

Salvo disposición en contrario en la presente ley, el asegurado o el beneficiario gozarán de un plazo máximo de cinco días para el aviso que deberá ser por escrito si en el contrato no se estipula otra cosa."

Deberá darse el aviso del siniestro con independencia de la reclamación por cuanto a la exigibilidad de las obligaciones derivadas del contrato, en cuanto se tenga conocimiento del mismo.

Así las cosas si volvemos la mirada al contenido del artículo 150 del mismo cuerpo legal, en el cuál se establece la primera obligación a cargo del asegurado de dar el aviso sobre la realización del hecho que importe responsabilidad, que deberá darse tan pronto como se exija la indemnización al asegurado, podríamos al necesariamente equiparar ambos supuestos llegar a la conclusión que si el aviso debe darse tan pronto se tenga conocimiento de la realización del siniestro, y es el reclamo del tercero al asegurado el que debe notificársele a la aseguradora, luego entonces el siniestro en México lo sería éste momento, es decir el reclamo del tercero al asegurado.

Para mayor claridad haré el siguiente silogismo;

Premisa mayor; El asegurado o beneficiario tiene obligación legal de dar aviso inmediato de la realización del siniestro. (artículo 66)

Premisa menor; El asegurado tiene como primera obligación legal en el seguro de responsabilidad civil, el dar aviso de la realización del hecho que importe responsabilidad, tan pronto se le exija la indemnización por el tercero. (artículo 150)

Conclusión; Luego entonces el siniestro es la exigencia de indemnizar presentada por el tercero al asegurado y comunicado a la aseguradora.

Por el contrario si consideramos que el hecho dañoso es, conforme a la teoría del débito de responsabilidad el siniestro, sería aplicable en su caso el contenido del ya mencionado numeral 66, y por ende existiría la obligación legal de dar aviso a la aseguradora desde el momento mismo del hecho dañoso, hipótesis que no prevé el capítulo correspondiente a los seguros de responsabilidad.

Lo cual puede traducirse en lo siguiente;

a) La regla general contenida en el artículo 66 tiene una excepción en el 150 y por tanto la primera no es aplicable.

b) La regla general de aviso del siniestro si aplica con independencia a que se deba también notificar el reclamo del tercero al asegurado, hipótesis expresamente prevista en el artículo 115 en la Ley de Seguros Española y en el numeral 1090 del Código de Comercio de Bolivia, y por tanto al no dar dicho aviso el asegurado y por ende el tercero corren el riesgo de ver reducida la prestación debida hasta la suma que habría importado si el aviso se hubiere dado oportunamente (artículo 67 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro Mexicana) o incluso el que la aseguradora quede desligada de todas sus obligaciones derivadas del contrato si el asegurado omite el aviso inmediato con la intención de impedir que se comprueben oportunamente las circunstancias del siniestro (artículo 68 de la misma ley).

1.5 Limitantes de la acción del tercero en contra la aseguradora

Con total independencia a que si el siniestro pueda o incluso deba ser considerado el débito de responsabilidad, o incluso que sea considerado como el momento en que el asegurado recibe la reclamación del tercero, en México no es posible el condenar a la aseguradora sin que se haya decretado o declarado la responsabilidad del asegurado, quién para ello tendrá que ser oído y vencido en juicio, puesto que es una garantía individual consagrada en nuestra Constitución Política Federal en su artículo 14, el cual en su segundo párrafo establece;

"...

Nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades escenciales del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al hecho."

Siendo lo anterior evidente puesto que la declaración de responsabilidad sería del asegurado quién tiene el derecho originario de cubrir los daños y perjuicios provocados por dicha responsabilidad; con independencia del contrato de seguro, ya que es derivado de éste acuerdo de voluntades el porqué la asegurada está obligada a pagar la indemnización que el asegurado deba a un tercero a consecuencia de un hecho que cause un daño.

Si consideramos que conforme al artículo 147 que se transcribió anteriormente, desde el momento del siniestro el tercero dañado tendrá a su favor el derecho a ser indemnizado directamente por la aseguradora, la acción directa intentada por el mencionado tercero en contra de la aseguradora, no podría prosperar sino hasta que fuera evidente la responsabilidad del asegurado, evidencia que implica su declaración por los órganos judiciales, por tanto suponiendo que el tercero en ejercicio de la acción que le otorga el 147 demandara directa y exclusivamente a la aseguradora, ésta no podrá ser condenada por una supuesta responsabilidad que no ha sido declarada en juicio, máxime si en ese juicio no fue parte el asegurado, y por tanto éste aún no debe cosa alguna; y me refiero tanto al débito de responsabilidad como al débito pecuniario, y por ende no existe aún obligación alguna a cargo de la empresa aseguradora.

Así, para efectos prácticos y con autonomía de las cuestiones doctrinales, se dan las siguientes hipótesis;

1.- El hecho dañoso es el que genera la responsabilidad del asegurado causante del daño para con el tercero.

2.- El reclamo del tercero al asegurado es el que debe ser considerado como siniestro para efectos de que la aseguradora se encuentre constreñida a cumplir voluntariamente con las obligaciones derivadas de la cobertura de responsabilidad civil.

3.- Y será la declaratoria de responsabilidad del asegurado, la que permita accionar al tercero en contra de la aseguradora, a menos claro está que se demandara en forma conjunta al asegurado y a la aseguradora, lo cuál implica una serie de problemas procesales, tales como;

a) En las legislaciones adjetivas se establece que el ejercicio de la acción requiere la existencia de un derecho o la necesidad de declararlo, preservarlo o constituirlo.

b) La acción intentada en contra del asegurado es la derivada de la ley por cuanto a la responsabilidad civil se refiere, mientras que la acción intentada en contra de la aseguradora sería derivada de la acción que si bien es legal puesto que la otorga el artículo 147 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro, deriva de un vínculo contractual puesto que es el contrato de seguro el que la hace nacer.

c) La acción de responsabilidad civil se ejercita al través de un juicio civil, mientras que la acción de la cobertura de responsabilidad civil se ejercita al través de un juicio mercantil.

d) La aseguradora no es solidariamente responsable junto con el asegurado por cuanto a las obligaciones de éste derivadas de la responsabilidad civil. Así lo han determinado nuestros Tribunales Federales como se observa de la siguiente Tesis;

"RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA, AUTONOMIA DE LA ACCION DE. Un recto análisis del artículo 1913 del Código Civil para el Distrito Federal revela, que la acción que regula es autónoma y no comprendida ni derivada de un contrato, pues en la responsabilidad civil objetiva los partícipes o sujetos de la misma son: el que por el empleo o uso de mecanismos peligrosos u otras conductas análogas, causa el daño y aquel al que se le causa; consecuentemente el único responsable directo del pago de la indemnización lo es el sujeto activo de la conducta dañosa, sin que exista responsabilidad solidaria de las compañías aseguradoras frente al sujeto pasivo, máxime que no existe disposición legal que las solidarice con la acción personal de responsabilidad objetiva, pues el seguro se rige por ordenamientos legales diferentes, como son, la Ley General de Instituciones de Seguros y Fianzas y la Ley Sobre el Contrato del mismo, y la relación jurídica que establece este acto sólo vincula al asegurador con el asegurado, siendo tercero quien sufrió un daño con motivo de la responsabilidad objetiva." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAL CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 947/88.- Grupo Roussel, S.A. de C.V.- 30 de septiembre de 1988.-Unanimidad de votos.- Ponente: José Joaquín Herrera Zamora.- Secretaria: Herlinda Baltierra Espíndola.

1.6 Acción directa del tercero en contra la aseguradora.

Con base en lo señalado en los incisos anteriores, es opinión del suscrito, que para que el tercero pueda accionar en forma directa en contra de la aseguradora se requiere, el que exista una declaración irrefutable de la responsabilidad del asegurado.

Para la cuál no es suficiente su propia confesión, ya que conforme al artículo 148 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro, ningún reconocimiento de adeudo, transacción o cualquier otro acto jurídico de naturaleza semejante, hecho o concertado sin el consentimiento de la empresa aseguradora, le será oponible, además de que la confesión de un hecho no puede ser asimilado al reconocimiento de una responsabilidad.


Postura que como se verá a continuación no es compartida por algunos tribunales federales de mi país, por cuanto al caso de responsabilidad civil objetiva.


1.7 Caso práctico.


Resulta por demás ilustrativo el siguiente caso iniciado en 1993;


1.- Los causahabientes de tres personas fallecidas a consecuencia de un accidente de tránsito, demandan;

a) En la vía civil sumaria.

b) La responsabilidad civil objetiva a una empresa transportista.

c) Y en forma conjunta y solidaria a una empresa aseguradora.

d) El pago de prestaciones en dinero

e) Dicha demanda tiene origen en un accidente de tráfico y en la imprudencia, negligencia y falta de pericia para conducir del conductor del vehículo.

f) Pretendiendo la parte actora acreditar la propiedad del vehículo que provocó supuestamente los daños.

2.- Se contesta la demanda y se oponen las siguientes excepciones y defensas;


a) La de errónea vía escogida, puesto que se demanda en la vía civil sumaria. 

b) La de falta de acción de los demandados, en virtud de que no existe responsabilidad civil objetiva por parte de la empresa asegurada ni de su chofer.

c) La de cobro de lo indebido, ya que al no existir responsabilidad civil, no existe acción que hacer valer en contra de la aseguradora y se le está pretendiendo cobrar cantidades que no tiene obligaciones de desembolsar.

d) La de obscuridad en la demanda, puesto que no se explica el como se llega a las cantidades que se demandan.

e) Las contenidas y que de ellas se deriven del contrato de seguro celebrado.

f) Las contenidas y las que de ellas se deriven del artículo 1o. de la Ley Sobre el Contrato de Seguro, ya que no se ha verificado la eventualidad prevista en el contrato de seguro.

g) Las contenidas y las que de ellas se deriven de los artículos 79 y 145 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro, puesto que no se había demostrado el que el asegurado debiera cosa alguna.

h) Las contenidas y que de ellas se deriven de las fracciones I y II del artículo 136 y fracción I del artículo 135 de la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, por cuanto a que no se había agotado la etapa conciliatoria ante el órgano administrativo correspondiente.

3.- La parte actora se desiste de la instancia en contra de la empresa transportista al no haber podido encontrarla para emplazarla a juicio. (El desistimiento de la instancia a contrario del desistimiento de la acción implica el que se desiste solo de la demanda la cuál podrá volver a presentarse posteriormente.)

4.- Durante la secuela procesal, se ofrecen pruebas con las cuáles se demuestra que el conductor del vehículo asegurado es declarado inocente del delito de homicidio, así como que el conductor del otro automóvil en el que iban las personas fallecidas se encontraba en estado de alcoholemia.

5.- La sentencia que dicta el juez de primera instancia señala;

a) Que la acción de responsabilidad civil objetiva se endereza establece que el obligado principal o responsable es el que debe cumplir en su caso con el pago de la responsabilidad objetiva.

b) Que al existir un desistimiento a favor de dicha empresa transportista genera un obstáculo legal insuperable, pues la aseguradora no es propietaria del vehículo, y que la responsabilidad civil objetiva solamente puede enderezarse en contra de quién es propietario del vehículo que causa el daño.

c) Que la existencia del contrato de seguro celebrado entre la institución aseguradora y la empresa transportista no genera en forma directa la obligación de responder para el asegurador de una responsabilidad civil.

d) Que no pasa desapercibido el que pudiese existir una obligación subsidiaria por parte de la aseguradora con motivo del contrato de seguro, y que solo nacería el derecho de la parte actora de reclamarle a la aseguradora si a la empresa transportista se le atribuye la responsabilidad civil objetiva no cumpliese con el pago.

e) Que luego entonces el tribunal esta impedido para resolver la cuestión de fondo planteada pues existe la imposibilidad jurídica de tener como titular del deber que se exige a la empresa aseguradora.

f) Dejando a salvo los derechos de la actora y absolviendo a la aseguradora de las prestaciones que le fueron demandadas.

6.- La parte actora inconforme con dicha resolución la combate mediante el recurso de apelación, en el cuál esgrime los siguientes agravios:

a) Que la muerte de los familiares de los actores fue responsabilidad del vehículo asegurado por la empresa de seguros.

b) Que es incorrecta la apreciación del juzgador por cuanto a que no exista relación procesal entre los actores y la empresa aseguradora en virtud del desistimiento a favor de la empresa transportista.

c) Que el juzgador considera en forma equivocada que no existe relación contractual entre los actores y la aseguradora, lo cuál es falso pues existe un contrato de seguro que cubre la responsabilidad civil del asegurado.

d) Que al haberse demostrado en juicio la existencia de ese contrato de seguro, se acreditó de donde emana la responsabilidad civil hecha valer en contra de la demandada.

e) Que no debe perderse de vista que la aseguradora fue demandada en forma conjunta y solidaria con la transportista, pero nunca de manera subsidiaria por lo que las obligaciones del asegurador no dependían de la suerte que pudiera seguir la demanda instaurada en contra del transportista.

f) Que conforme al artículo 147 de la ley sobre el contrato de seguro existe una obligatoriedad legal para la empresa aseguradora de pagar la indemnización del asegurado a favor de un tercero y que al ser responsable el vehículo del asegurado, los terceros dañados tienen una acción directa en contra del asegurador.

7.- La empresa aseguradora contestó esos agravios de la siguiente manera;

a) Que no existe responsabilidad civil objetiva solidaria por parte de la aseguradora, en virtud de que fue totalmente ajena a los hechos, puesto que ella en su obrar lícito jamás causó daño a alguien. 

b) Que quién pudo haber incurrido en la responsabilidad civil objetiva que se demanda, era la transportista, pero jamás el asegurador, quién es absolutamente ajeno a los supuestos hechos dañosos.

c) Que el asegurador no es responsable solidario del transportista, y que el hecho de que la demanda fuera instaurada en forma conjunta y solidaria, provoca que la obligación derivada de una supuesta responsabilidad civil de un asegurado, pueda ni deba ser considerada como una obligación solidaria.

d) Que las acciones intentadas en contra del transportista y en contra del asegurador son diferentes, ya que la acción intentada en contra del primero, es la derivada de una supuesta responsabilidad civil, mientras que la acción intentada en contra de mi poderdante es la derivada de un contrato de seguro; y que al ser acciones diferentes se evidencia que no existe solidaridad entre ambas personas jurídicas.

e) Que en todo caso la supuesta obligación del asegurador es subsidiaria a la de la codemandada por cuanto al pago de las prestaciones reclamadas, ya que sería indispensable para la procedencia de la acción intentada el que primero fuera demostrada dicha responsabilidad civil al través de un juicio en el cuál fuera oído y vencido el supuesto responsable.

f) Que si existe un desistimiento de la instancia o de la demanda a favor de la codemandada, a quién se le demanda en forma directa la responsabilidad civil objetiva, nos encontramos con que dicho desistimiento, produce la imposibilidad jurídica de que se entre al fondo del estudio del asunto, y en consecuencia sea juzgada en forma separada a la codemandada mi representada, puesto que si el supuesto responsable civil y por lo tanto deudor principal de los daños y perjuicios que dicha supuesta responsabilidad pudiera generar era la empresa transportista, el hecho de que la parte recurrente se haya desistido de la instancia en contra de la deudora principal, necesariamente implica que se desiste en contra de la subsidiaria, ya que no sería posible que se condenara a la obligada subsidiaria si no fue primero oída y vencida en juicio la deudora principal.

g) Lo anterior puesto que conforme al artículo 145 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro que establece que en el seguro contra la responsabilidad, la empresa se obliga a pagar la indemnización que el asegurado deba a un tercero a consecuencia de un hecho que cause un daño previsto en el contrato, es por esto que, es imprescindible que el asegurado deba cosa alguna a un tercero, en el caso de marras el que sea oído y vencido en juicio, para que nazca la obligación de la aseguradora de pagar esa indemnización.

h) Que era indispensable para que fuera condenada mi representada;

h.1 Que existiera responsabilidad civil objetiva del asegurado.

h.2 Que se demostrara dicha responsabilidad civil.

i) Que no esta ante la presencia de un litisconsorcio pasivo necesario, puesto que los demandados no se hallan en comunidad jurídica con respecto al objeto litigioso, ni tienen un mismo derecho ni están obligados por igual causa de hecho o jurídica.

j) Que si se estuviera ante un litisconsorcio pasivo necesario, en el supuesto de que se hubiera intentado ejercitar un único derecho que a su vez produce un efecto único también respecto a varias personas, esto es la declaración de la responsabilidad civil y la consecuente condena a la indemnización de los daños y perjuicios generados, la sentencia que se dictara debiera producir efectos en todas ellas, es decir declarar la responsabilidad y además condenar al pago a la aseguradora, y además en dicha figura jurídica existe la obligación de llamar a juicio a todos los que pudieran ser afectados.

k) Que es falso el que exista una relación contractual entre los actores y el asegurador, puesto que para ello se requiere de un acuerdo de voluntades, y la aseguradora no acordó cosa alguna con los actores ni sus causahabientes. Y que el hecho de que existiera un contrato de seguro entre la aseguradora y la empresa de transportes codemandada, no implica en manera alguna el que en el caso supuesto y no admitido de que se viera afectada la cobertura de responsabilidad civil de ese acuerdo, se provocara el que naciera una relación jurídica contractual entre la aseguradora y las recurrentes.

l) Que si la eventualidad prevista en el contrato de seguro era conforme al artículo 145 el que la empresa se obliga a pagar la indemnización que el asegurado deba a un tercero a consecuencia de un hecho que cause un daño, es absolutamente necesario el que una vez oído y vencido en juicio se determine el que el asegurado debe cantidad alguna a terceros a consecuencia de un hecho que cause un daño.

m) Que respecto al artículo 147 del cuerpo legal antes citado, debe señalarse que el mismo se refiere a que el derecho a la indemnización es desde luego una vez que se haya corroborado la existencia de un siniestro, y para ello se requiere necesariamente de que el supuesto responsable haya sido oído y vencido en juicio.

n) Que en todo caso la responsabilidad fue del conductor del vehículo en el que iban los fallecidos.

8.- La Sala del Supremo Tribunal de Justicia del Estado dicta resolución en la que señala;

a) Son infundados los agravios.

b) Ya que si bien es cierto que le puede resultar responsabilidad al asegurador, es necesario para ello que quede demostrado primeramente la responsabilidad del asegurado.

c) No basta para acreditar la responsabilidad del asegurador la existencia del contrato de seguro.

d) La aseguradora no es responsable solidario del daño.

e) La responsabilidad del asegurador no deviene por haberse realizado un daño.

f) La responsabilidad del asegurador  deriva de aquella que originariamente le pudiera resultar al asegurado, la cual una vez comprobada, sería exigible al asegurador.

g) La responsabilidad del asegurador una vez determinada la del transportista sería solidaria en el pago de la cobertura a favor del sujeto pasivo, quién a partir de ese momento podría demandar dicho pago al asegurador en forma directa o citándolo como tercero a juicio dentro del de responsabilidad civil incoado en contra del asegurado, tomando así sentido lo establecido en el artículo 147 de la ley sobre el contrato de seguro.

h) Que el artículo 147 establece un derecho al tercero desde el momento del siniestro, es decir que la ley le otorga un derecho de cobro en razón de una responsabilidad por parte del asegurado, por tanto el desistimiento en contra del transportista provoca que no exista una petición de declaración de responsabilidad en contra de éste.

i) Si no hay demanda en contra del causante del daño, no puede subsistir en forma autónoma una acción de responsabilidad civil objetiva en contra del asegurador.

j) La solidaridad de la aseguradora es por cuanto al pago, no por cuanto la causación del daño.

k) La sentencia que se hubiera dictado en contra del causante del daño, imponiéndole la obligación de resarcir el daño causado, sería el título mismo para exigir el pago, tanto al sujeto activo como a la aseguradora.

9.- De nueva cuenta inconformes con dicha resolución los actores presentan demanda de amparo directo en contra de ella, en la cuál señalan los siguientes conceptos de violación;

a) Que de manera oficiosa y sin que fuera parte de la litis, el tribunal de alzada, consideró que para que se demuestre la responsabilidad de la aseguradora es necesario que quede demostrada la del asegurado, ya que el Juzgador de primera instancia no entró al fondo del asunto.

b) Que si se demostró la responsabilidad del asegurado, al demostrarse la responsabilidad del conductor de dicho vehículo.

c) Que del texto del artículo 147 se desprende la facultad para demandar en calidad de beneficiarios en forma única a la aseguradora.


10.- La aseguradora señaló respecto a esos conceptos de violación;

a) Que se deberá analizar el que la demanda de origen fue presentada en la vía civil sumaria, ejercitándose en ella la acción que establecía el artículo 1836 del código civil del estado vigente en 1992 derivado de la responsabilidad civil objetiva del transportista y en forma conjunta y solidaria a mi poderdante.

b) Que dicha demanda se enderezó en contra del dueño de un vehículo que participo en un lamentable accidente automovilístico en el que en el otro vehículo perdieron la vida tres jóvenes, y que el que iba conduciendo en este mismo vehículo iba con exceso de velocidad y en estado de ebriedad, habiendo sido absuelto el conductor del vehículo propiedad de la empresa demandada en el juicio penal.

c) Que medio desistimiento de la instancia a favor del transportista. 

d) Que no existe una variación de la litis, puesto que ésta se concreta a las cuestiones plasmadas en los escritos de demanda y contestación a ella, y sin embargo el juez no solo esta posibilitado sino obligado a tomar en consideración todos los avatares de la secuela procesal, como en el caso de marras el desistimiento de la instancia a favor del supuesto responsable, lo cuál sucedió más de un año después de haberse iniciado el juicio, y que trae aparejada la consecuencia lógica y evidente de que se imposibilite el dictar sentencia alguna en contra de mi representada.

e) Que no se demostró que el transportista fuera el responsable del lamentable accidente sino que por el contrario lo fue el conductor del vehículo en que fallecieron las personas.

d) Que no fue oída y vencida en juicio la empresa transportista, y por tanto no puede dictarse una sentencia en la que se le condene a una responsabilidad en un juicio en que no participó.

e) Que es falso que la responsable resuelve en forma ajena a los agravios esgrimidos en la apelación, es también una aseveración falsa.

f) Que con base precisamente en los artículos 145 y 147 de la Ley Sobre el Contrato de Seguro, es el porqué no es posible condenar a la aseguradora sin haber primero sido juzgada la empresa transportista.

g) Que no se demostró la legitimación activa de los actores para demandar.

11.- El Tribunal Colegiado de Circuito al dictar sentencia de amparo expone;

a) Que es falso el que la Sala haya variado la litis.

b) Que la aseguradora si esta legitimada pasivamente en el proceso.

c) Que dicha legitimación se deduce del artículo 147 de la ley sobre el contrato de seguro, y que para exigir en juicio el pago de esa responsabilidad se requiere;

c.1 La existencia del contrato de seguro.

c.2 Que se justifique el percance que da lugar a exigir el pago de dicho seguro, sin que pueda alegarse al respecto que la aseguradora quedó en estado de indefensión al no contar con los medios necesarios para su defensa, puesto que también se debe de tener en consideración que el artículo 150 de la ley sobre el contrato de seguro la faculta para recabar del asegurado los datos y pruebas necesarias para su defensa.

d) Que los actores si pueden reclamar directamente el pago de la responsabilidad a la aseguradora, y ésta si esta legitimada pasivamente en el juicio natural, aún cuando los actores se hubiesen desistido de la instancia en relación al transportista.

e) Que la ley sobre el contrato de seguro no exige que se obtenga sentencia condenatoria en contra del responsable del percance.

f) La Sala que dictó la sentencia de segunda instancia obró contra derecho al considerar que no era posible exigir la responsabilidad a la aseguradora.

g) Razón por la cuál deberá dejar sin efecto la sentencia reclamada y dictar una nueva en la cuál considere que sí existe legitimación pasiva de la demandada.

12.- La Sala del Supremo Tribunal de Justicia en ejecución de la sentencia de amparo, dictó segunda sentencia de segunda instancia en la que señala;

a) Se modifica la sentencia dictada por el juez natural por cuanto a que si existe legitimación pasiva de la aseguradora, independientemente del desistimiento a favor del transportista.

b) Entrando al fondo del asunto, de actuaciones se desprende que el contrato de seguro cubrirá la responsabilidad civil en que incurra el asegurado.

c) Asimismo de autos se desprende que no existe responsabilidad por parte del conductor del vehículo asegurado, según se desprende del auto dictado en el juicio penal en el que se otorga la libertad a dicho conductor por falta de elementos para procesarlo por los delitos de homicidio, lesiones y daño en propiedad ajena por imprudencia.

d) Además de los otros medios de prueba allegados a juicio no se desprende dicha responsabilidad del conductor del vehículo asegurado, sino por culpa o negligencia inexcusable de la víctima por lo que  al ser ésta una excluyente de responsabilidad, se determina absolver al asegurador.

13.- En contra de ésta sentencia promueven de nueva cuenta los actores demanda de amparo directo en la que establecen;

a) Que si se justificó el percance que da lugar al derecho de exigir el pago del seguro, como lo señaló la sentencia del amparo.

b) Que de nueva cuenta la Sala valora de manera inexacta las pruebas ofrecidas en el juicio.

c) Que sí existió culpa del chofer del vehículo en que viajaban los que fallecieron, eso no exime de responsabilidad al conductor del vehículo asegurado.

d) Que la culpa o negligencia inexcusable fue en todo caso del conductor del vehículo ocupado por los fallecidos, no de éstos.

14.- Si bien aún no se ha dado contestación por parte de la aseguradora a éstos conceptos de violación, es evidente que ahora el punto medular estriba en si demostró o no la responsabilidad civil en el juicio para que pueda ser condenada la aseguradora.

Dentro de la contestación a dichos conceptos de violación, se hará valer el que en todo caso existe una corresponsabilidad entre los dos choferes y en su caso el propietario del vehículo que esta asegurado, y que al ser así se deben dar una de las siguientes hipótesis;

a) Que las cantidades demandadas a la aseguradora deben ser divididas entre los dos responsables.

b) Que pese a que existe responsabilidad civil objetiva del asegurado, al existir culpa del conductor en que viajaban los fallecidos, es éste quién debe responder, lo cual encuentra su sustento en el contenido de la siguiente Tesis;

"RESPONSABILIDAD CIVIL SOLIDARIA, RESPECTO DE DAÑOS CAUSADOS EN COMÚN, A TERCERAS PERSONAS.- Para determinar la aplicabilidad del artículo 1913 del Código Civil del Distrito Federal, tratándose de una colisión de vehículos, debe previamente investigarse quién o quienes son los causantes del daño, porque esta hipótesis presenta una situación especial que no ocurre cuando sólo una de las partes hizo uso de mecanismos peligrosos, pues entonces es evidente que el causante del daño, tanto en sentido físico como jurídico lo es el que hizo uso de tales mecanismo desde el punto de vista de la casualidad, es evidente que en una colisión de vehículo los conductores de ambos, son causantes del hecho, en tanto que intervienen con las características específicas de causas determinantes del suceso; pero si esto es claro, es un análisis de orden físico, no lo es desde el punto de vista jurídico. El artículo 1913 citado, previene que el que causa los daños por el uso de cosas o mecanismos peligrosos, está obligado a responder de los mismos, motivo por el cual, para determinar quién es el causante en sentido jurídico de un determinado daño, por la colisión de dos vehículos, debe investigarse si una de las partes procedió con culpa o negligencia, caso en el cual, sobre ella recaerá esa culpabilidad, o bien, si ambas precedieron igualmente, hipótesis en la cual deberán responder solidariamente, conforme al artículo 1917 del mencionado ordenamiento, de los daños que hubiesen causado en común a terceras personas, siendo notorio que en cuanto a las partes causantes del hecho, no habría posibilidad jurídica, de que entre sí se hagan reclamaciones; al adoptar el artículo 1913 de la Ley substantiva, la teoría objetiva de la responsabilidad, también llamada del riesgo creado, abandona toda idea de culpa o negligencia y en esto se distingue radicalmente de la teoría clásica, conocida con el nombre de teoría subjetiva o de la culpa; pero sí es cierto que, conforme a tal precepto, debe prescindirse del elemento culpa para determinar la responsabilidad en los daños causados por el uso de mecanismos peligrosos, también los que cuando ambas partes, en un determinado suceso, se sirven de esa clase de objetos, debe investigarse si una de ellas o ambas procedieron con culpa o negligencia, pues sólo así es posible determinar quién es el causante de los daños en sentido jurídico".

Tesis relacionada con la jurisprudencia número 330, que aparece publicada a fojas 999 a 1000, cuarta parte, Tercera Sala, Ultimo Apéndice al Semanario Judicial de la Federación de 1917 a 1975. Tesis relacionadas;

Séptima Época Volumen 151-156 Pagina 277

Amparo directo 6824/80.- José Jiménez Taracena.- 25 de septiembre de 1981.- Mayoría de 4 votos.- Ponente: Gloria León Orantes.- Disidente: Raúl Lozano Ramírez.

Precedente: Quinta Época: Tomo LXXXVII, Cuarta Parte, Pág. 275. La ejecutoria aparece publicada en la Pág. 11 y  siguientes.

Octava Epoca Volumen XI MAYO Pagina 392

Amparo directo 500/92.- Isabel Rodríguez Lucio.- 20 de enero de 1993.- Unanimidad de  votos.- Ponente: Lucio Antonio Castillo González.- Secretaria: Silvia Marinella Covián Ramírez.
Véase: Séptima tesis relacionada con la Jurisprudencia 1639, página 2655 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte. 

EL JUICIO AÚN NO TERMINA.

III.- AGRADECIMIENTOS.

Antes de dar por concluido este trabajo quiero dejar patente mi agradecimiento a las siguientes personas que me proporcionaron la información correspondiente a la legislación de sus respectivos países, y me hicieron valiosos comentarios para aclararme la situación en ellos, y por tanto hicieron posible que incluyera comentarios comparativos.

A Paulo Luis de Toledo Pisa de Brasil

A Erick Schulze de Bolivia

A Isabel Margarita Cabello de Chile

A Paulina Llerena de la Hoz y Julieta Villamizar de Colombia.

Y por último gracias al Instituto Brasileño de Derecho de Seguros y en especial a Ernesto Tzirulnik por haberme permitido el compartir con ustedes estas ideas.

LIC. PABLO MEDINA MAGALLANES
1
7

